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Prólogo

EL «extractivismo 
desarrollista»  
y las alternativas de 
vida a los conflictos 
del capital

Jokin Alberdi Bidaguren

Jokin Alberdi Bidaguren es doctor en Ciencias Políticas por la Universidad del País Vasco  
(UPV/EHU), y profesor de Derecho Constitucional y Derecho de la Unión Europea en dicha 
universidad. Es presidente de la Asociación de Investigación por la Paz Gernika Gogoratuz y 
miembro de la junta directiva de Gernikatik Mundura.
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Desde hace unos años, en Gernika Gogoratuz, hemos comenzado 
a explorar nuevas categorías que resulten útiles para los estudios de 
Paz y Conflictos. A las nuevas acepciones de paz local, paz territo-
rial, paz cotidiana, paz híbrida, paz ambiental… de estas últimas dé-
cadas, se añaden otras ideas como «conflicto capital-vida», «conflic-
tos socioambientales», «ecoviolencia», economía de paz… que nos 
proponen nuevas aproximaciones y definiciones de las violencias, los 
conflictos y las paces. 

Desde 2017, tanto en nuestros Laboratorios de Economía de Paz 
(https://www.gernikagogoratuz.org/economia-paz/), como en los 
proyectos de investigación-acción de «Territorios en Conflicto/Terri-
torios de Vida» (https://territoriolab.org/) hemos tratado de abordar 
los debates sobre las violencias directas, estructurales, ambientales y 
simbólicas que provoca el extractivismo capitalista y el (mal)desem-
peño de las empresas en torno a los derechos humanos. Sin embargo, 
ni el abordaje de los impactos negativos de la acción transnacional 
de las grandes corporaciones, ni la crítica al modelo hegemónico, 
neoliberal, patriarcal y colonial son suficientes. Es imprescindible 
centrar los esfuerzos en la acción orientada al fortalecimiento de las 
capacidades colectivas de las resistencias y de las alternativas de 
vida que se plantean en los distintos territorios que confrontan los 
megaproyectos y planes desarrollistas. 

En este documento que presenta Álvaro Ramírez, colaborador de Ger-
nika Gogoratuz, se profundiza en el conocimiento de los patrones de 
funcionamiento del «extractivismo», lo que nos sirve para hacernos con 
nuevas claves y seguir articulando resistencias y alternativas en las dis-
tintas comunidades de Colombia, Mozambique y País Vasco en las que 
venimos trabajando. Este trabajo de investigación-acción nos lleva a pro-
fundizar en las claves del «capitalismo extractivista» como modelo de 
producción, en los conflictos capital-vida que genera y en las violencias 
que provoca. 

Tras una contextualización del extractivismo en esta era de la globali-
zación neoliberal y de su expansión por América Latina, nuestro cola-
borador explica las paradojas y las claves de las relaciones de poder 
entre gobiernos y grandes corporaciones, y los resquicios que apro-
vecha la sociedad civil para defender sus territorios y proyectos de 
vida. Finalmente, aborda los impactos medioambientales, económicos 
y socioculturales, las violencias que la actividad extractiva genera, y 
las acciones de resistencia comunitarias ante estos megaproyectos en 
territorios concretos.

El autor subraya cómo tanto los gobiernos neoliberales conservado-
res como el progresismo populista difícilmente se libran de las lógicas 
desarrollistas y de acumulación por despojo. No les preocupa excesi-
vamente el agotamiento de los recursos naturales, por lo que prefieren 
priorizar sus intereses particulares y el beneficio empresarial, o la re-
caudación de impuestos y ayudas internacionales para financiar el gas-
to social o la reducción del hambre y la pobreza. Estas estrategias de 
«desarrollismo» extractivista moldean un mecanismo de gobernanza 
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y toma de decisiones a dos bandas, «Estado-Mercado», que deja po-
cos espacios para las resistencias comunitarias que, ocasionalmente, 
a través de las decisiones políticas de gobiernos y parlamentos locales 
y/o de consultas populares consiguen poner freno a algunos de estos 
proyectos que invaden la vida de sus territorios.

El documento también recoge cómo el extractivismo se sirve de la 
violencia allá donde opera. La violencia directa se dispara, con las 
amenazas y asesinatos de las personas defensoras del territorio y  
la criminalización de los movimientos de resistencia. Las grandes cor-
poraciones y los gobiernos a su servicio incumplen las promesas de 
mejora de las condiciones de vida, y se agudiza la violencia estructural 
que sufren las comunidades a través del despojo de sus medios de vida 
que, en muchas ocasiones, se traduce en la expulsión de sus territorios. 
El extractivismo también provoca violencia ambiental contra el mundo 
ecofísico, destruye y contamina territorios sin poner remedio alguno 
a los grandes retos globales medioambientales. Alimenta también la 
violencia simbólica y cultural, a través de la militarización de los terri-
torios donde operan las grandes corporaciones para así proteger sus 
intereses económicos y mantener sistemas clientelares o de prebendas, 
que contribuyen a la polarización y división de las sociedades y a la 
extensión de valores y actitudes machistas y racistas. En definitiva, como 
sostiene el autor, el extractivismo degrada el medio ambiente, rompe 
lazos comunitarios, destruye economías locales y contribuye a la pérdida 
de diversidad cultural.   

Sin embargo, no basta con quedarnos en el lamento, sobre todo cuan-
do existen infinidad de comunidades afectadas por el desarrollismo 
extractivista que plantean colectivamente procesos de resistencia y 
construcción de alternativas, preocupándose por su territorio, su dig-
nidad y su bienestar. Como nos muestra este documento de trabajo, 
son frecuentes los conflictos de gobernanza y toma de decisiones entre 
comunidades locales, instituciones y empresas con intereses en las zo-
nas de extracción. 

Desafortunadamente, los problemas y retos económicos, medioambien-
tales y socioculturales apenas se discuten, y las decisiones son tomadas 
en nombre del pueblo por unos gobernantes que, por lo general, están 
al servicio de los intereses de las grandes corporaciones. Las socieda-
des locales tienen escasa influencia en las decisiones que afectan al 
futuro de sus territorios. Las pocas respuestas desobedientes se enfren-
tan al dilema de confrontarse al poder político y corporativo, o buscar 
posibles espacios de concertación o de deliberación donde acordar de 
manera colectiva esos modelos de vida buena que se desean.

La experiencia de Gernika Gogoratuz sobre el terreno nos demuestra 
que lo habitual es que se imponga una participación y deliberación 
tutelada por los poderes públicos para beneficiar a los intereses corpo-
rativos, o que la confrontación comunitaria ralentice los planes oficiales 
extractivistas en el corto y medio plazo, y cuando baja la presión social 
se corra el riesgo de la reactivación de los proyectos del gran capital. 
En el norte de Mozambique, la provincia de Cabo Delgado está llena 
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Prólogo

de ejemplos donde las decisiones las toman las élites políticas y eco-
nómicas nacionales e internacionales, minusvalorando las necesidades 
y las capacidades de las comunidades de acogida y del millón largo 
de personas desplazadas provocadas por una guerra compleja, que 
también está ligada a los intereses geoeconómicos del extractivismo 
de grandes empresas transnacionales y de los países hegemónicos. 
Mientras que la acción colectiva y los movimientos sociales de las co-
marcas de Cajamarca en Colombia y de Busturialdea en Urdaibai han 
sido capaces de plantear resistencias ante la imposición de diferentes 
megaproyectos desarrollistas y de defender sus territorios con modestas 
propuestas alternativas. Sin embargo, con el paso del tiempo, las ame-
nazas del extractivismo capitalista reaparecen de nuevo.

Resulta mucho menos frecuente que decisiones políticas y reivindicacio-
nes sociales coincidan. Mientras los colectivos sociales están enredados 
en el dilema de confrontar o concertar, las autoridades y las élites eco-
nómicas rara vez se muestran colaborativas, y optan por la indiferencia 
y la invisibilización de las propuestas críticas o por la cooptación y la 
compra de favores. Superar estas lógicas de indiferencia y confrontación 
no debería ser imposible. 

Siendo conscientes de que en muchos contextos concretos de violencias 
y discriminaciones múltiples es difícil pensar más allá de la resistencia y 
la confrontación, es fundamental trabajar por la articulación de espacios 
públicos de debate más democráticos donde, en pie de igualdad, el con-
junto de actores de un territorio sea capaz de articular soluciones a los 
problemas comunes y decidir colectivamente las propuestas beneficiosas 
para el conjunto de la comunidad y para el entorno natural. Hay que 
conseguir que los actores que habitualmente no interactúan se conozcan, 
identifiquen valores y preocupaciones comunes, conozcan las distintas 
propuestas que plantean y lleguen a acuerdos y alianzas con los otros 
para hacer propuestas que beneficien al conjunto. 

En definitiva, este documento nos ofrece pistas desde donde seguir 
planteando nuestra investigación-acción en los territorios donde veni-
mos trabajando, pero también nos plantea otros retos y debates futu-
ros de interés que deberíamos abordar en los Laboratorios como: las 
consecuencias del extractivismo en las nuevas guerras complejas del 
siglo xxi; la debida diligencia o los mecanismos jurídicos de obligado 
cumplimiento para que las empresas respeten los derechos humanos; la 
profundización en el conocimiento de los conflictos ecosociales relacio-
nados con el extractivismo; el dilema de los beneficios inmediatos del 
capitalismo «extractivista» y «desarrollista» frente a la compleja y lenta 
construcción de las alternativas de vida; o más aún, el dilema entre po-
siciones «colapsistas» que plantean una individualidad sin esperanza, 
frente a los enfoques críticos posliberales, feministas y decoloniales que 
tratan de plantear posibles futuros comunes.
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1.	E n síntesis, la acumulación 
por desposesión se refleja en 
procesos como  
«la mercantilización y 
privatización de la tierra  
y la expulsión por la fuerza  
de las poblaciones campesinas;  
la conversión de varios tipos de 
propiedad (comunal, colectiva, 
estatal, etc.) en derechos de 
propiedad exclusivos;  
la supresión del acceso a bienes 
comunales; la mercantilización 
de la fuerza de trabajo y la 
supresión de formas alternativas 
(indígenas) de producción y 
consumo, los procesos coloniales, 
neocoloniales e imperiales de 
apropiación de bienes», etc. 
(Harvey, 2003: 114).

2.	E ste efecto viene explicado por  
la llamada «segunda 
contradicción del capitalismo» 
(O’Connor, 2001), según la cual 
los ciclos de recuperación de la 
naturaleza no son tan rápidos 
como el ciclo de rotación del 
capital, con lo cual este necesita 
explotar de manera incesante 
nuevos recursos para alcanzar 
las tasas de beneficio deseadas.

1. IntroduccióN. el extractivismo en la actual 
fase capitalista

El capitalismo contemporáneo está adentrándose en un escenario de 
creciente incertidumbre. Con bastante probabilidad, su recomposición 
ocurrirá en un contexto marcado por la inestabilidad financiera, la re-
ducción de materias primas y una situación climática global de vulnera-
bilidad severa, factores que explican unas expectativas de crecimiento 
ralentizado (Braconier et al., 2014; Fernández Ortiz de Zárate, 2019; 
Guillemette y Turner, 2018). Para asegurar su reproducción, una de 
las herramientas principales de la actual fase de reorganización capi-
talista es el extractivismo, entendido como la disposición sistemática y 
exhaustiva de recursos naturales y minerales desde los países perifé-
ricos hacia los centros dominantes del capitalismo mundial (Machado 
Aráoz, 2010; Veltmeyer, 2012). 

El extractivismo es un proceso económico complejo con derivacio-
nes políticas, sociales, culturales y militares (Vega Cantor, 2014). Las 
implicaciones políticas suceden tanto a nivel doméstico como de la 
división internacional del trabajo. A nivel nacional, la exploración de 
territorios, la inversión inicial y la comercialización suelen estar en 
manos del capital privado, y los Estados atraen la inversión con con-
diciones ventajosas como reducción de impuestos, facilidades para 
la exportación o una mayor laxitud en materia medioambiental y la-
boral (Feichtner, 2015). En una escala internacional, la extracción de 
recursos naturales es un proceso asimétrico en tanto reproduce una 
relación de dependencia externa y de acumulación por desposesión1 
(Composto, 2012; Vilchis et al., 2016; Smart, 2020). Los polos cen-
trales del capitalismo mundial absorben una mayor proporción de 
los beneficios, mientras que las zonas periféricas, poseedoras de las 
materias primas, permanecen subordinadas (Composto y Navarro, 
2012). 

En el plano económico, los efectos del extractivismo también son múl-
tiples. Por un lado, crecimiento económico ortodoxo, aumento de la 
reserva monetaria y de los ingresos públicos. Por otro, reprimarización 
(regreso al sector primario de la economía) y pérdida de valor agrega-
do de las economías donde opera, regresión en términos de soberanía 
alimentaria, vulnerabilidad ante la volatilidad de los precios de las ma-
terias primas y reproducción de asimetrías internacionales (Svampa, 
2013). A todas estas desventajas se le suele añadir el uso de técnicas 
de explotación que implican un gran consumo de agua, electricidad y 
materiales tóxicos, como la minería a cielo abierto o el fracking, méto-
dos intensivos de alto impacto medioambiental que instan a la amplia-
ción constante de la frontera extractiva (Composto y Navarro, 2012; 
Smart, 2020).2

Un ejemplo paradigmático del extractivismo y la relación entre em-
presas transnacionales e instituciones políticas lo representan América 
Latina y el Caribe. Desde el colonialismo de finales del siglo xv, el 
desarrollo económico de esta región se ha basado en la exportación 
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3.	S egún el informe Panorama 
Social de América Latina 2019 
(CEPAL, 2019), entre los años 
2002 y 2014, 65 millones de 
personas salieron de la pobreza 
en América Latina y el Caribe, 
aunque varios de dichos países 
siguen estando entre los  
más desiguales del mundo 
(0,465 en el índice de Gini  
como media regional).

4.	L as comunidades indígenas 
y afrodescendientes son 
colectivos étnica y culturalmente 
diferenciados que están 
autodeterminados por formas 
de organización propia e 
instituciones sociales específicas. 
Ambas comunidades son 
particularmente vulnerables 
al avance del desarrollismo 
extractivista, puesto que su 
conexión con el territorio es  
muy íntima (CIDH, 2015).

5.	E ntre otros, «los derechos 
a la vida, a la integridad 
física, a la salud, a la no 
discriminación, a la consulta, al 
consentimiento y a la identidad 
cultural, a la información y a la 
participación» (CIDH, 2015: 11).

de metales y minerales y, más recientemente, hidrocarburos, recursos 
hídricos, productos agrícolas provenientes del monocultivo y biocom-
bustibles (CEPAL, 2019; Svampa, 2013). Hasta bien entrado el siglo 
pasado, las empresas inversoras llevaban a cabo sus proyectos sin 
apenas rendición de cuentas, en alianza con gobiernos autoritarios 
o semidemocráticos que reprimían a las comunidades afectadas y 
ofrecían a las mismas escasos o nulos mecanismos de compensación 
(Echart y Villarreal, 2018). Este modelo se desarrollaba en el marco 
de mercados de trabajo altamente informales, con insuficiencias es-
tructurales para absorber a toda la fuerza laboral, y cuyos sistemas 
de protección social eran de baja cobertura y prestaciones muy limi-
tadas (CEPAL, 2019). Por lo general, se confiaba en que la inversión 
extranjera privada sería suficiente para crear empleo y reducir la po-
breza (Feichtner, 2015). En las últimas dos décadas, este esquema ha 
cambiado con la introducción de políticas redistributivas, aunque con 
resultados dispares en función del país:3 los periodos de bonanza no 
suelen traducirse en inversiones en capital humano, desarrollo tecnoló-
gico o innovación productiva (CEPAL, 2013).

Para reproducir la lógica extractivista, es crucial el despliegue de me-
gaproyectos que controlen el proceso de extracción y exportación de 
recursos naturales. Ejemplos de dichos proyectos a gran escala son los 
monocultivos agroindustriales, las explotaciones mineras e hídricas, 
las licencias petroleras y gasísticas o las infraestructuras de distribu-
ción y logística. Dichos proyectos se llevan a cabo en espacios rurales, 
con lo cual impactan directamente sobre comunidades campesinas, 
indígenas y afrodescendientes4 de América Latina y el Caribe. Así, 
el extractivismo instituye una especie de racionalidad productiva que 
subsume y desestructura los hábitos de vida tradicionales y las relacio-
nes sociales, económicas y políticas (Composto, 2012; Sañudo et al., 
2016), al mismo tiempo que degrada la biodiversidad de los espacios 
naturales y acapara tierras (Svampa, 2013). Esta situación deriva con 
frecuencia en conflictos entre las comunidades locales, las instituciones 
y las empresas con intereses en las zonas (Smart, 2020). En ocasio-
nes, dichos conflictos cristalizan en propuestas alternativas de defensa 
del territorio por parte de las comunidades, las cuales se movilizan 
tanto para asegurar sus condiciones materiales de existencia como 
para visibilizar la distribución de los costes, efectos y beneficios de 
los proyectos de explotación (Forlani et al., 2016). El extractivismo es, 
por tanto, un fenómeno en disputa. 

La consolidación de los proyectos extractivistas implica un variado re-
pertorio de estrategias como cooptación de liderazgos, promoción de 
acciones asistenciales en la comunidad, alianzas con instituciones públi-
cas, cambios normativos, represión legal, estrategias de militarización, 
criminalización de la protesta, desplazamientos forzados e incluso em-
pleo de la violencia física directa contra líderes de la sociedad civil y 
manifestantes (Composto y Navarro, 2012; Fernández Ortiz de Zárate, 
2019; Sañudo et al., 2016). Las acciones más represivas de este re-
pertorio de estrategias suponen un menoscabo sobre una serie de dere-
chos humanos5 y los Estados involucrados están obligados a protegerlos  
y defenderlos (CIDH, 2015).
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02El neoextractivismo  en  
América latina

6.	E ste período, conocido como 
«superciclo» o «boom» de las 
materias primas, ha supuesto 
la etapa de mayor crecimiento 
económico en la región de 
América Latina y el Caribe desde 
los años 70 (CEPAL, 2017).

7.	C omo ejemplo, en 2014 la 
inversión en materias primas 
(minería, carbón, gas natural y 
petróleo) suponía el 20 % del total 
de la IED (Inversión Extranjera 
Directa) en varios países de 
América Latina (CEPAL, 2016).

8.	S egún Claudia Composto,  
el neoextractivismo aglutina 
cuatro características propias del 
presente momento histórico: en 
primer lugar, la aproximación al 
agotamiento mundial de bienes 
naturales no renovables como el 
petróleo, el gas y determinados 
minerales; en segundo, el salto 
cualitativo en el desarrollo de las 
técnicas de extracción, que está 
permitiendo acceder a materiales 
no convencionales de gran valor; 
en tercer lugar, la progresiva 
escasez de bienes naturales 
renovables básicos, que pueden 
ser objeto de disputa geopolítica 
en el medio plazo; en cuarto 
lugar, la conversión de bienes 
naturales renovables y no 
renovables en activos financieros 
de inversión y especulación en 
mercados de futuros (Composto 
y Navarro, 2012).

9.	 Por ejemplo, Argentina (Néstor 
Kirchner y Cristina Fernández), 
Bolivia (Evo Morales), Brasil 
(Lula da Silva y Dilma Rousseff), 
Chile (Ricardo Lagos y Michelle 
Bachelet), Ecuador (Rafael 
Correa), Uruguay (Tabaré 
Vázquez y José Mújica) o 
Venezuela (Hugo Chávez y 
Nicolás Maduro) (Smart, 2020).

El presente documento no pretende ofrecer un diagnóstico pormenoriza-
do de las múltiples consecuencias de los proyectos extractivistas desple-
gados a lo largo de toda la geografía latinoamericana, sino que aspira 
a la identificación general de aquellos patrones jurídico-normativos, eco-
nómicos, políticos y culturales que dan forma al fenómeno del extractivis-
mo contemporáneo en dicha región. A lo largo del texto se mencionan 
casos que ilustran estos patrones, con el objetivo de articular conceptual-
mente el fenómeno del extractivismo y las resistencias que provoca desde 
la acción colectiva de las comunidades afectadas.

2. El Neoextractivismo En américa latina

El extractivismo en América Latina se ha desarrollado de manera pro-
minente en las últimas dos décadas. La región es líder mundial en 
yacimientos de gas natural, petróleo, oro, plata, cobre y litio, tiene 
abundantes reservas de carbón, masa forestal y minerales raros, y 
dedica amplias extensiones de tierra al cultivo de maíz, trigo y soja 
(Smart, 2020; Svampa, 2013). Gracias a la evolución de los pre-
cios internacionales de las materias primas —especialmente en los 
períodos 2001-2008,6 2009-2014 y 2021-2022—, numerosas em-
presas transnacionales han invertido en la zona para satisfacer la 
demanda de países occidentales y potencias emergentes en sectores 
como la construcción o infraestructuras (CEPAL, 2013; CEPAL, 2017).7 
Al mismo tiempo, es en estos años cuando el extractivismo clásico 
ha experimentado una serie de profundas transformaciones desde el 
punto de vista tecnológico, económico, político y ambiental que han 
cristalizado en inéditas formas de neoextractivismo.8 Paralelamente, 
han surgido gobiernos en la región que buscaban reforzar el Estado 
social con diferentes énfasis progresistas.9 Este «giro a la izquierda» 

latinoamericano,10 coincidente con el boom de precios de las materias 
primas, ha otorgado una mayor importancia a la intervención estatal 
y la redistribución social de los beneficios provenientes del extractivis-
mo, dentro de un marco de cogobernanza por los recursos naturales 
entre gobiernos y el sector privado (Smart, 2020). 

La intervención pública se ha concretado a través de prácticas como 
la participación de empresas públicas en el proceso extractivista o, 
en relación con las empresas privadas, una mayor presión fiscal, el 
desarrollo de instrumentos de regulación y la obligación de cumplir 
planes de inversión. Aunque estas medidas de compensación social 
tienen un enfoque más progresista, no cuestionan la lógica de la ex-
plotación de los recursos naturales como motor de modernidad y pro-
greso (Gudynas, 2012; Svampa, 2013). Además, no siempre es fácil 
conocer el alcance e impacto de los programas sociales financiados 
con el dinero de las extracciones (Portillo Riascos, 2014).

Por otro lado, la gobernanza bipartita entre gobiernos y corporacio-
nes, típica de los esquemas extractivistas clásicos, se convierte en mul-
tilateral al incluir a la sociedad civil, tradicionalmente obviada pero 
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10.	Dentro de su pluralidad 
de ideologías, algunas 
características comunes son la 
expansión del gasto social y 
de los programas destinados 
a luchar contra la pobreza, 
la ampliación de los servicios 
públicos, la universalización 
de los sistemas de protección 
social y la promoción de 
políticas activas en el mercado 
de trabajo que reducen las 
tasas de desempleo, promueven 
el trabajo formal y fortalecen 
los procesos de negociación 
colectiva (CEPAL, 2019).

11.	Esto se explica en parte porque 
estos países se identifican como 
un proyecto popular basado 
en la democratización de los 
asuntos públicos a través de 
mecanismos de cogestión, 
participación directa de la 
ciudadanía, autogobierno 
indígena, revocación de 
mandatos o celebración de 
referéndums (Composto, 2012).

12.	En una revisión sistemática 
de artículos de prensa, Lucía 
Velázquez analizó más de 
500 casos de represión contra 
miembros de la sociedad civil 
mexicana involucrados en 
conflictos medioambientales 
entre 1995 y 2005, los cuales 
incluían detenciones ilegales, 
amenazas, agresiones físicas 
y más de un centenar de 
homicidios (Velázquez, 2017).

responsable de visibilizar las contradicciones del extractivismo, dispu-
tar los marcos a través de los cuales se explica y articular las luchas 
sociales vinculadas. El llamado «triángulo de gobernanza» (Raymond 
y DeNardis, 2015) entre Estados, empresas y sociedad civil incluye a 
las comunidades con intereses legítimos y el derecho a ser consultados 
como interlocutores válidos, aunque su poder de influencia es bastante 
limitado (Idemudia et al., 2022). 

Algunas autorías han valorado el grado de inclusión de la ciudadanía 
en los asuntos públicos y el tipo de estructura de oportunidades políticas 
en el que tienen que desenvolverse las acciones colectivas opuestas al 
extractivismo (Composto, 2012; Composto y Navarro, 2012). Así, en 
países como Bolivia, Ecuador o Venezuela, donde los movimientos so-
ciales gozan de relativa autonomía e influencia social,11 puede resultar 
más fácil establecer cauces de interlocución con las autoridades, aun-
que se han dado casos de patronazgo de movimientos (Chiasson-LeBel, 
2016) y represión de protestas (Avci y Fernández-Salvador, 2016; 
Bernal, 2021; Hope, 2016). Por su parte, países como Argentina o 
Brasil combinan políticas nacional-populares con medidas desarro-
llistas para legitimar a las élites políticas tradicionales y permitir una 
participación popular controlada. En estos países coexisten medidas 
propias de un Estado progresista con privatizaciones y desregulacio-
nes que garantizan al capital privado internacional la explotación de 
los recursos naturales, siguiendo un esquema de extractivismo clásico 
neoliberal (Gómez-Lende, 2019). Por último, en países como Colombia 
o México se da el llamado «neoliberalismo armado» (Azama y Ponce, 
2014), que aboga por el beneficio sin cortapisas del capital privado, 
incluso mediante la violencia y la conculcación de derechos humanos.12 
En este modelo es frecuente que las protestas sociales sean violentamente 
reprimidas, debido a la existencia de conflictos internos cronificados du-
rante décadas que han desembocado en el control social y el despliegue 
de estrategias de contrainsurgencia (para)militar donde los activistas so-
ciales son sistemáticamente perseguidos (Composto y Navarro, 2012). 
Además de esto, los gobiernos de Colombia y México han promovido la 
militarización de las regiones donde ocurren procesos extractivistas bajo 
la excusa de la guerra contra las drogas, lo cual termina reforzando el 
poder de las corporaciones multinacionales sobre los recursos propie-
dad de indígenas y campesinos (Paley, 2015; Tetreault, 2020). 

Como ya se ha sugerido con anterioridad, la diversidad ideológica de 
los gobiernos coexiste con un consenso en torno a la explotación masiva 
de recursos y la construcción de megaproyectos. Dicho acuerdo supo-
ne un «imperativo extractivista» (Arsel et al., 2016) que permite que la 
lógica de acumulación por despojo se reproduzca en toda la extensión 
latinoamericana, tanto en sistemas enmarcados en el neoliberalismo 
conservador como en el progresismo populista. Unos y otros gobiernos 
tienen una visión desarrollista que, amparada en un discurso de lucha 
contra la pobreza, minimiza las consecuencias ambientales y socioeco-
nómicas al tiempo que ignora las luchas sociales derivadas (Svampa, 
2013). Independientemente del color político, el boom de las materias 
primas en América Latina y el Caribe se correlaciona con un incremen-
to en los conflictos extractivos (Martinez-Alier y Walter, 2016). Este es, 
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13.	Así, a mayores precios 
aumentan los ingresos fiscales y 
el alcance de la redistribución, 
mientras que una caída de 
precios implica una reducción 
del gasto público y una menor 
capacidad de los gobiernos 
para atender a los sectores 
más vulnerables (CEPAL, 2016). 
Crisis como la de 2008 o la 
pandemia de la COVID-19 han 
supuesto caídas en el comercio 
mundial, bajada de precios de 
materias primas, disminución de 
inversiones y menor recaudación 
fiscal (CEPAL, 2017 y 2019).

14.	Según la Corte IDH 
(Interamericana de Derechos 
Humanos), «los Estados no 
pueden otorgar concesiones 
[…] sin consulta efectiva y sin 
el conocimiento informado 
del pueblo» (CIDH, 2015: 
138), aunque esta es una 
obligación que se incumple 
sistemáticamente.

en fin, un escenario paradójico donde el desarrollo extractivista agota 
recursos naturales pero a la vez permite financiar el gasto social y redu-
cir el hambre (Gómez-Lende, 2019; Echart y Villarreal, 2018) y donde 
la redistribución de riqueza va consolidándose paulatinamente, aunque 
siempre dependiendo de los precios volátiles de las materias primas.13 

3. Estado y mercado: dinámicas  
jurídico-normativas en el neoextractivismo

Por lo general, las constituciones reconocen la propiedad estatal de 
los recursos naturales no renovables, por lo que los gobiernos dispo-
nen de un amplio abanico de herramientas legislativas para regular 
su conservación y aprovechamiento económico. Mediante su interven-
ción, pueden conceder licencias de explotación y garantizar seguri-
dad jurídica a las empresas; establecer regímenes tributarios especí-
ficos, ventajas fiscales para inversores y políticas redistributivas de 
la riqueza; participar directamente en la explotación a través de em-
presas de titularidad pública; crear fondos públicos de estabilización 
anticíclica para amortiguar los efectos negativos de la volatibilidad de 
precios; diseñar políticas sectoriales en educación, sanidad, infraes-
tructuras o desarrollo tecnológico; y establecer mecanismos de resolu-
ción de conflictos medioambientales que afecten a las comunidades ru-
rales (CEPAL, 2013). Los permisos de explotación pueden concederse 
como una privatización unilateral —Chile, México, Perú— o mediante 
consorcios público-privados —Bolivia, Ecuador, Venezuela— (Smart, 
2020). En cualquier caso, el andamiaje jurídico aspira a legitimar el 
extractivismo como una actividad de utilidad pública que promueve el 
progreso y la modernización, y que, por tanto, está apuntalada sobre 
un consenso social (Composto y Navarro, 2012). 

Las interacciones entre el Estado y los mercados no están libres de contra-
dicciones. Las empresas multinacionales deben cumplir con la legislación 
de los países receptores: sin embargo, en numerosas ocasiones basan 
su actividad en tratados internacionales de comercio que promueven la 
privatización de los recursos naturales y la liberalización de las inversio-
nes (Feichtner, 2015). Organismos supranacionales como el Fondo Mo-
netario Internacional o el Banco Mundial, así como países hegemónicos 
como Estados Unidos, pueden modificar el marco normativo a escala 
global en beneficio de sus intereses, consiguiendo que los países expor-
tadores apliquen medidas ad hoc como la expropiación o privatización 
de territorios comunales y de pequeños propietarios,14 la reubicación de 
poblaciones o la desregulación en materia medioambiental y laboral 
(Vilchis et al., 2016). En ocasiones, esto ocurre de forma paralela al de-
sarrollo de programas asistenciales que, desde la perspectiva de la Res-
ponsabilidad Social Corporativa, aspiran a buscar apoyos sociales para 
los megaproyectos. Es común que estos programas queden enteramente 
en manos de las empresas transnacionales, que negocian directamente 
con las comunidades locales, proveen servicios y construyen infraestruc-
turas, asumiendo roles típicos del Estado (Composto y Navarro, 2012).
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15.	Dicha ley, apoyada por grupos 
ecologistas, políticos y científicos, 
puso fin a más de quince años 
de boom minero en Argentina, 
promovido por legislaciones 
favorables a las explotaciones 
en glaciares.

16.	Se calcula que en los años 
inmediatos a la reforma se 
concedieron 7.000 licencias 
mineras en Colombia, muchas 
de ellas sobre zonas naturales 
protegidas como la Amazonía 
(Trujillo-Ospina et al., 2018).

17.	Auspiciada en 2007, la iniciativa 
consistía en no explotar los 
yacimientos petrolíferos del 
Parque a cambio de recibir 
ayuda financiera internacional. 
La iniciativa perseguía varios 
objetivos, como el mantenimiento 
de la biodiversidad, el 
estudio del cambio climático, 
transformar la matriz productiva 
del país y respetar a los pueblos 
indígenas no contactados. En 
agosto de 2013 se suspendió la 
iniciativa, arguyendo la falta de 
contribuciones internacionales 
(Stoessel y Scarpacci, 2021).

18.	En marzo de 2003 se celebró un 
plebiscito municipal que resultó 
en un 81 % de votos contrarios 
a las extracciones de oro a 
cielo abierto (Walter y Wagner, 
2021).

19.	En diciembre de 2011, un 
referéndum arrojó un 87 % de 
votos a favor de la ordenanza 
1054/12 que impedía la 
explotación minera a gran 
escala.

Por otro lado, la complejidad institucional permite que existan una serie 
de contrapesos a toda intención unilateral de los gobiernos. En aque-
llas ocasiones en las que los proyectos extractivistas conculcan algún 
derecho, organismos legislativos y judiciales pueden conseguir que es-
tos se anulen o modifiquen. En algunos casos, esto sucede por motivos 
medioambientales, como en el caso de la aprobación de la Ley de Gla-
ciares en Argentina (2010),15 que prohíbe los proyectos extractivistas en 
áreas glaciares y peri-glaciares, y cuyo primer borrador fue vetado por 
la presidenta Cristina Fernández de Kirchner (Martín y Healey, 2020). 
En otros casos, estos cambios ocurren como amparo al derecho de con-
sulta de las poblaciones. Un ejemplo representativo es la reforma del 
Código de Minas colombiano en 2001. Dicha modificación planteaba 
un reordenamiento institucional que estimulaba la inversión privada, re-
ducía el rol fiscalizador del Estado y flexibilizaba los procedimientos 
para adquirir títulos de explotación: como consecuencia, se dispararon 
los proyectos mineros.16 En 2010, la Corte Constitucional colombiana 
paralizó la expedición de explotaciones en la zona de La Toma, alegan-
do que «previo a procesos de exploración y explotación de un proyecto 
minero en territorio étnico, el Estado debe realizar la consulta previa con 
las comunidades de la zona» (Sañudo et al., 2016: 397).

Sin embargo, el derecho de consulta no es algo fácilmente aplicable en 
muchos casos. En 2013, el fracaso de la Iniciativa Yasuní-ITT en Ecua-
dor implicó el inicio de extracciones petrolíferas en el Parque Nacional 
Yasuní, la zona protegida más grande del país y una de las regiones 
con más biodiversidad del mundo.17 El derecho de consulta en este caso 
representaba un caso complejo, puesto que en la zona conviven co-
munidades nómadas no contactadas, grupos indígenas contrarios a los 
megaproyectos y otros que son partidarios de una explotación parcial 
que implique un reparto negociado de beneficios y la instalación de 
infraestructuras (Stoessel y Scarpacci, 2021).

En otras ocasiones, el grado de descentralización del país supone una 
oportunidad para que la sociedad civil organizada acceda con mayor 
facilidad a las instituciones, puesto que los gobernantes se encuentran 
cerca de los sitios de conflicto y por tanto tienen una mayor responsa-
bilidad pública. La descentralización también permite la aplicación de 
instrumentos democráticos a nivel subestatal o municipal. En Argentina, 
la explotación de recursos naturales está a cargo de las provincias, 
hecho que los movimientos sociales contrarios a los megaproyectos 
de minería han aprovechado para promover plebiscitos y referendos 
vinculantes, como ilustran los casos de Esquel18 (2003) y Loncopué19 
(2012) (Walter y Wagner, 2021). Por su parte, en Guatemala, Hon-
duras y Costa Rica se han celebrado cientos de cabildos y asambleas 
comunitarias, formas de expresión colectiva para construir consensos 
alrededor de las movilizaciones (Bran-Guzmán, 2017). Estos ejemplos 
demuestran que a nivel municipal existen mecanismos que pueden ser-
vir de contrapeso a regulaciones concebidas en el plano estatal.

En otras ocasiones, son las propias movilizaciones sociales las que pue-
den inspirar la aplicación de leyes de protección de espacios naturales. 
De nuevo en Argentina, las movilizaciones contra los megaproyectos 
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mineros han desembocado en la sanción de leyes provinciales y nacio-
nales, como la ya mencionada Ley de Glaciares o la Ley de Bosques 
Nativos (2007), que pretende frenar la deforestación y el desplaza-
miento de comunidades campesinas e indígenas (Walter y Wagner, 
2021). A pesar de esto, las compañías extractivas (privadas o públi-
cas) también pueden ejercer presión social, usar los mecanismos judi-
ciales para rescindir dichas leyes y conseguir sus objetivos económicos 
(Cativa, 2020).

4. Impactos sobre el territorio: degradación 
medioambiental, económica y cultural

La instalación de megaproyectos extractivos implica una profunda 
reconfiguración de los territorios donde intervienen. Algunas de las 
consecuencias más visibles son la degradación medioambiental, la 
ruptura de lazos comunitarios, la destrucción de economías locales y 
la pérdida de diversidad cultural (Galafassi y Dimitriu, 2007). 

El impacto medioambiental del extractivismo es, por lo general, 
negativo y en muchas ocasiones irreversible. Las obras de minería 
destruyen ecosistemas donde se ubican las canteras, contaminan los 
sistemas hidrológicos o liberan polvo y materiales tóxicos en altas 
proporciones; la explotación de hidrocarburos contamina por de-
rrames; los monocultivos implican pérdida de biodiversidad, uso de 
agroquímicos y avance de la frontera agrícola sobre la forestal (CIDH, 
2015). Ejemplos de megaproyectos en áreas naturales protegidas o 
singulares son la ya mencionada Iniciativa Yasuní-ITT (Ecuador), el Te-
rritorio Indígena y Parque Nacional Isiboro-Sécure (TIPNIS, Bolivia) o 
el desierto de Atacama (Chile) (Kingsbury et al., 2019; Laing, 2020; 
Romero-Toledo, 2019).

Con la llegada de las empresas extractivas, las comunidades esperan 
recibir una compensación justa en forma de donaciones económicas, 
pago de royalties, impuestos, oportunidades formativas o mejoras en 
las infraestructuras (Idemudia et al., 2022). Aunque estas compensa-
ciones ocurren, lo hacen mientras ponen en riesgo la supervivencia 
cultural y económica de los lugares donde operan. En el caso de pro-
yectos hidrológicos como la construcción de presas, la inundación de 
tierras tiene como consecuencia el final de la producción agrícola, la 
minería tradicional, la pesca y la navegación, así como el truncamiento 
de relaciones sociales y comerciales entre poblaciones (Ararat et al., 
2013). En el caso de proyectos de monocultivo, se otorga poco apoyo 
económico a la agricultura tradicional, negando la soberanía alimen-
taria y desarticulando el uso comunal de tierras. Con frecuencia surgen 
conflictos en el seno de la comunidad, así como casos de acaparamien-
to de tierras (CIDH, 2015). Con la privatización de la explotación, las 
prácticas tradicionales se ilegalizan, empujando a los habitantes a la 
clandestinidad y a desplazarse, por lo general en malas condiciones, 
a núcleos urbanos distantes en busca de trabajo. 
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20.	En este sentido, las Naciones 
Unidas han delimitado cuatro 
obligaciones de los Estados 
hacia las comunidades 
desplazadas: prevenir el 
desplazamiento, protegar a 
los desplazados, facilitar la 
asistencia humanitaria y facilitar 
el retorno, reasentamiento y 
reubicación de los desplazados. 
Para más información, véase el 
Informe del Representante del 
Secretario General, Sr. Francis 
M. Deng, presentado con arreglo 
a la resolución 1997/39 de la 
Comisión de Derechos Humanos. 
Adición: Principios Rectores de 
los desplazamientos internos, E/
CN.4/1998/53/Add.2, ONU-
Comisión de Derechos Humanos, 
11 febrero 1998.

21.	Construcción del Gran Canal 
Interoceánico (Maldonado, 2013).

22.	Proyectos turísticos en Barra Vieja 
y Bahía de Trujillo (Trucchi, 2017).

23.	Explotaciones mineras en el 
Cinturón del Cobre (Giménez, 
2017).

24.	Proyecto Hidroeléctrico 
Pakitzapango (EJAtlas, 2022; 
Neyra Soupplet, 2022).

25.	Véanse los Convenios 107 (1957) 
y 169 (1989) de la Organización 
Internacional del Trabajo y la 
Declaración de las Naciones 
Unidas sobre los Derechos de los 
Pueblos Indígenas (2007).

En términos generales, el extractivismo genera empleo de baja cuali-
ficación y de poco valor añadido (Furnaro, 2019). Ejemplos de esto 
son la proletarización de mano de obra, el aumento del desempleo, la 
migración a ciudades en busca de subsistencia o, en los casos más gra-
ves, la exclusión social.20 Merece especial atención el desplazamiento 
de comunidades indígenas. Los casos ocurridos en las últimas décadas 
son muy numerosos: los rama y creole en Nicaragua,21 los garífunas 
en Honduras,22 los shuar en Ecuador,23 o los ashánincas en Perú,24 en-
tre muchas otras, han sido expulsadas de sus lugares originarios como 
consecuencia del avance de la frontera extractiva, lo cual les coloca 
en una situación de riesgo de extinción cultural (CIDH, 2015). A pesar 
de esta situación de vulnerabilidad, existe abundante respaldo jurídico 
para las comunidades indígenas desplazadas, a las que se reconoce el 
derecho a la consulta, el consentimiento previo e informado, la autode-
terminación política y el aprovechamiento de territorios habitados his-
tóricamente.25 La incapacidad de ejercitar estos derechos es un incen-
tivo destacado para la acción social contraria al extractivismo (Smart, 
2020), así como activar los contrapesos institucionales mencionados en 
el apartado anterior.

Pese a todos estos efectos negativos, también existen posturas que de-
fienden la generación de empleo formal, la recaudación de impuestos, 
la construcción de infraestructuras, la formación profesional y las dona-
ciones económicas que las empresas realizan a la comunidad. Dichas 
transferencias suelen hacerse a través de mecanismos participativos 
que deciden los mejores usos, y que suelen combinarse con campañas 
mediáticas que legitiman las actividades extractivas y las relaciones de 
dependencia económica derivadas (Furnaro, 2019).

5. Violencia institucionalizada: 
criminalización, desplazamientos y represión

Todos estos impactos sobre el territorio se agrupan como conculcacio-
nes de una serie de derechos civiles, culturales, políticos, económicos y 
sociales de las comunidades, afectando a la propiedad comunal y pri-
vada, al desarrollo económico, a la salud, a la seguridad, al medioam-
biente y a las formas de vida tradicionales. Inevitablemente, esto genera 
procesos de resistencia. Algunas poblaciones observan con suspicacia 
la llegada del capital extranjero con la connivencia de un sistema bu-
rocrático estatal y centralizado que nunca tuvo mucha penetración en 
su territorio. Del otro lado, la percepción de vacío de poder propicia 
que las diferentes agencias estatales criminalicen las protestas de co-
munidades campesinas, indígenas y afrodescendientes, al entender que 
representan una suerte de poder adversario que no emana de los cauces 
institucionalizados.

En un primer momento, se pretende la fragmentación de la protesta 
mediante acciones de cooptación como promesas, sistemas de diálogo 
institucional, programas clientelares y aproximación a líderes comunita-
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26.	Una estrategia mediática 
complementaria a la de  
la criminalización es la 
invisibilización de la protesta. 
Las luchas socioambientales 
pueden ser ignoradas por estar 
lejos de los núcleos urbanos y 
de los centros de decisión,  
así como por oponerse a 
un modelo de desarrollo 
legitimado a nivel político, 
recibiendo atención mediática 
solo cuando se celebran 
movilizaciones masivas o en 
caso de muerte de activistas 
(Echart y Villarreal, 2018).

27.	Según un informe de la 
Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos, las 
imputaciones más habituales 
en estos casos son «usurpación, 
desacato a la autoridad, 
instigación, delitos relacionados 
al terrorismo, rebelión, delitos 
contra la seguridad del Estado, 
invasión de la propiedad 
privada, secuestro, asociación 
ilícita para delinquir, etc.» 
(CIDH, 2015: 165).

28.	Algunas de las muertes más 
relevantes fueron las de Berta 
Cáceres (Honduras, 2016), 
Iraúna Ka’apor (Brasil, 2016), 
Emilsen Manyoma (Colombia, 
2017), Isidro Balenegro López 
(México, 2017) o Mario  
López Huanca (Perú, 2021).

rios para provocar divisiones y desconfianza en el seno de las protestas 
(Bran-Guzmán, 2017; Furnaro, 2019). Cuando las estrategias legitima-
doras y normalizadoras desplegadas tanto por las empresas como por 
el Estado no contienen la intensidad de los conflictos, es cuando la cri-
minalización de la protesta aparece (Composto y Navarro, 2012), y 
lo hace independientemente del nivel de democratización del gobierno 
y de su color ideológico (Poulos y Haddad, 2016). La criminalización 
de la protesta es un concepto polisémico que implica represión física, 
mecanismos jurídico-políticos y encuadres mediáticos, y cuyo fin último 
es el control de la propia protesta social y la estigmatización (CIDH, 
2015: 165).26 Son los Estados, mediante su entramado institucional, los 
que generan las condiciones para la criminalización. En primer lugar, 
la represión de la protesta es llevada a cabo por cuerpos policiales y 
militares, aunque también pueden participar otros grupos irregulares. En 
segundo lugar, son los Estados los que limitan el derecho a la protesta, 
modifican la legislación penal creando nuevos delitos o aumentando 
las penas, y crean marcos justificadores, como la invocación a la segu-
ridad nacional, la guerra contra el terrorismo o contra el narcotráfico 
(Alvarado Alcázar, 2019).27 La criminalización de la protesta implica 
estigmatización contra los líderes de movimientos sociales, detenciones 
arbitrarias, causas judiciales y desalojos. En numerosas ocasiones, las 
detenciones preventivas son prolongadas y sin las correspondientes 
garantías (Echart y Villarreal, 2018).

La criminalización de la protesta funciona como preludio de una 
represión más violenta que incluye militarización de los territorios, 
amenazas, desplazamientos forzados, violencia sexual, prostitución 
y asesinatos (FAU-AL, 2017; Echart y Villarreal, 2018). En aquellas 
zonas rurales donde el Estado no tiene tanto control territorial y políti-
co, los megaproyectos se militarizan invocando su seguridad, a veces 
en conjunción con grupos de seguridad privada (CIDH, 2015), bajo 
el pretexto de la lucha contra el narcotráfico u organizaciones guerri-
lleras. La presencia de grupos armados implica inequívocamente un 
aumento de la inseguridad. De acuerdo con Global Witness (2017), 
América Latina y el Caribe es la región más peligrosa para activistas 
del medio ambiente. En el período 2012-2022 fueron asesinados 
1 733 activistas,28 y más de la mitad de los ataques se concentraron 
en Brasil, Colombia y Filipinas (Global Witness, 2023). También exis-
te una relación clara entre procesos de extracción ilegales y aparición 
de organizaciones armadas irregulares que practican el contrabando 
y el lavado de dinero. (Trujillo-Ospina et al., 2018).

Frente a estos repertorios de violencia, han surgido debates en torno a la 
responsabilidad que las corporaciones deben adoptar con respecto a los 
derechos humanos. Enfoques como el propuesto por John Ruggie (2008) 
y los Principios Rectores de las Naciones Unidas sobre las Empresas y los 
Derechos Humanos —UNGP por sus siglas en inglés— (2011), defien-
den que las corporaciones no solo respeten los derechos humanos sino 
que los protejan, los promuevan y compensen posibles abusos, tanto des-
de el ámbito legal como desde la gestión empresarial (Wettstein et al., 
2019). Esto se traduce en una combinación de acciones novedosas, 
como auditorías de derechos humanos, evaluación de impactos, formu-
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29.	Dichos Planes son promovidos 
por los distintos países para 
difundir e implementar los 
UNGP en el territorio bajo su 
jurisdicción (De Felice y Graf, 
2015). A fecha de octubre de 
2023, 32 países habían firmado 
un Plan de Acción Nacional y 
20 estaban redactándolo.

30.	Según Composto y Navarro 
(2012), las movilizaciones 
expuestas en esta sección 
tienen su origen en un conjunto 
heterogéneo de protestas 
contra las políticas neoliberales 
latinoamericanas de los 90 
y primeros 2000, como el 
levantamiento zapatista en 
Chiapas (1994), las Guerras 
del Agua y del Gas en Bolivia 
(2000-2003) o las protestas 
contra el corralito argentino 
(2001).

31.	El objetivo de esta reivindicación 
es la autoorganización bajo 
la democracia directa y 
participativa, la preservación 
de su hábitat y cultura y la 
aplicación de mecanismos de 
equidad dentro de la comunidad 
(Neyra Soupplet, 2022).

32. En el seno de estas 
movilizaciones es frecuente 
debatir sobre si lo que se 
pretende es consolidar formas 
de desarrollo alternativo o más 
bien pensar en alternativas 
que desborden el pensamiento 
desarrollista, entendido como 
ordenamiento social, económico 
y político consustancial al 
capitalismo (Forlani et al., 2016).

lación de quejas formales por parte de las partes afectadas y campañas 
de comunicación pública (Fasterling, 2017; Thompson, 2017). Aunque 
este es un enfoque que aspira a ser vinculante jurídicamente a través de 
los Planes de Acción Nacional de Empresa y Derechos Humanos,29 los 
UNGP tienen todavía mucho camino que recorrer, sobre todo en países 
con poca conciencia en torno a los derechos humanos, vacíos institucio-
nales, esquemas débiles de gobernanza, niveles altos de corrupción y 
activismo social limitado. En estos casos, es conveniente el acompaña-
miento de ONG y otras agencias para que las comunidades se convier-
tan en poseedoras de derechos con intereses legítimos en los territorios 
en conflicto (Kemp y Vanclay, 2013). A pesar de estas limitaciones, los 
derechos humanos proporcionan un marco normativo internacional que 
reduce tanto la discrecionalidad corporativa como la arbitrariedad gu-
bernamental (Wettstein et al., 2019).

6. Acción colectiva y protesta de  
las comunidades afectadas

El impacto económico y social de los megaproyectos genera ecos en la 
esfera de lo político, que en el seno de las comunidades afectadas se 
traduce en el surgimiento de movilizaciones sociales de carácter inter-
clasista contrarias a la acumulación por desposesión (Svampa, 2013).30 
Dichas movilizaciones articulan lo comunitario-cultural con lo político-ju-
rídico (Sañudo et al., 2016), poseen un marcado arraigo territorial y 
pivotan alrededor de varios ejes, como la reapropiación comunitaria 
del territorio, la resignificación de las relaciones sociales, el empodera-
miento de la mujer, la autogestión de los asuntos públicos y, en general, 
la democratización de la vida cotidiana (Composto, 2012; Svampa, 
2013). En el caso de las movilizaciones indígenas, el reconocimiento 
como autogobierno regional al margen del Estado es otra demanda fre-
cuente (Neyra Soupplet, 2022).31 Los movimientos sociales desarrollan 
sus acciones alrededor de cuatro estrategias: movilización pública, esta-
blecimiento de redes y alianzas, desarrollo de estrategias institucionales 
y creación de conocimiento opuesto a los discursos hegemónicos (Wal-
ter y Wagner, 2021). En suma, estas respuestas movilizadoras mezclan 
saberes ancestrales con nuevas formas de movilización, cuestionan las 
raíces coloniales, etnocéntricas, patriarcales y antiecológicas del mode-
lo extractivista, y plantean debates sobre escenarios post-desarrollistas 
(Forlani et al., 2016; Echart y Villarreal, 2018).32

Desde el punto de vista estructural y de la toma de decisiones, estas 
formas de protesta adquieren una dinámica organizativa asamblearia, 
horizontal y flexible, donde se tiende a democratizar la deliberación 
colectiva, la formación de consensos y la designación rotativa de por-
tavoces (Seoane et al., 2006). La base social de estos movimientos es 
transversal, incluyendo a sindicatos, comunidades campesinas, pue-
blos originarios, movimientos ecologistas, sectores de clases medias, 
profesionales, estudiantes y artistas (Forlani et  al., 2016), así como 
a académicos críticos que puedan contribuir con informes técnicos y 
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estudios (Walter y Wagner, 2021). Esta pluralidad promueve alianzas 
con ONGs y otros colectivos de la sociedad civil para construir de 
manera conjunta marcos interpretativos y de intervención: el encuentro 
entre diversos actores permite formalizar un léxico innovador que re-
signifique los conflictos, poniendo en circulación términos opuestos a 
la lógica mercantilista como «bienes comunes», «justicia ambiental» o 
«Buen Vivir» (Svampa, 2013).

Por consiguiente, un factor clave para el éxito de la acción colectiva 
es la articulación de frentes locales con plataformas nacionales para 
garantizar la movilización en varios niveles (Neyra Soupplet, 2022), 
aunque por lo general se rechazan las organizaciones partidistas 
en tanto se consideran un factor de desmovilización. Algunas de es-
tas redes autoorganizadas son el Observatorio Latinoamericano de 
Conflictos Ambientales-OLCA (Chile, 1991), la Confederación Na-
cional de Comunidades Afectadas por la Minería-CONACAMI (Perú, 
1999), la Coordinadora Andina de Organizaciones Indígenas-CAOI 
(Perú, Bolivia, Colombia y Chile, 2006), la Unión de Asambleas Ciu-
dadanas-UAC (Argentina, 2006), el Observatorio de Conflictos Mi-
neros de América Latina-OCMAL (Perú, Chile, Ecuador y Colombia, 
2007) o la Asamblea Nacional de Afectados Ambientales-ANAA 
(México, 2008). 

El ejercicio de la protesta tiene una doble intencionalidad. Por un 
lado, construir relatos que hablen de las alternativas propuestas para 
sustituir los megaproyectos. Por otro, confrontar de forma desobedien-
te y pacífica, sin abandonar la posibilidad de construir espacios de 
conciliación con las otras partes en conflicto (Fernández Ortiz de Zá-
rate, 2019). Los repertorios de acción de las movilizaciones son múl-
tiples, no convencionales y disruptivos, e implican huelgas, boicots, 
ocupaciones de tierras, bloqueos de carreteras o consultas populares. 
En otros casos se plantean acciones más creativas, como la recon-
versión de zonas amenazadas en reservas protegidas, cooperativas 
agroecológicas o de turismo sostenible al margen de las instituciones. 
Frente a la desarticulación de estilos de vida tradicionales, platafor-
mas como el Consejo Comunitario Afrodescendiente del corregimiento 
de La Toma (Colombia) promueven la memoria histórica y la recupe-
ración de manifestaciones artísticas tradicionales, como la danza o la 
música. En algunos contextos, representantes de comunidades afrodes-
cendientes, campesinas e indígenas se reúnen con delegados de las 
empresas y representantes institucionales para acordar mecanismos 
de compensación a nivel cultural, social, económico y medioambiental 
y reivindicar su derecho a ser consultados (CRIC, 2021). Finalmente, 
y como ya se ha comentado, las comunidades también echan mano 
de procesos jurídicos para retrasar el avance de los megaproyectos, 
como peticiones formales, denuncias o la celebración de referén-
dums. También se propone la adquisición colectiva de territorios, 
un mecanismo efectivo jurídicamente pero que provoca a su vez 
conflictos con respecto a la colectivización de la tierra y el respeto 
a la propiedad privada (Composto, 2012; Neyra Soupplet, 2022; 
Seoane et al., 2006; Echart y Villarreal, 2018; Walter y Wagner, 
2021). 
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Las movilizaciones tienen que hacer frente a una serie de limitaciones. 
Suelen ser solo parcialmente exitosas si las decisiones a largo plazo rela-
cionadas con el extractivismo permanecen intactas (Vela-Almeida et al., 
2022), lo cual provoca resignación y una autolimitación de la protesta 
(Furnaro, 2019). Desde el punto de vista de la toma de decisiones y la 
forma de estructurarse, pueden darse divisiones al no alcanzarse una-
nimidad sobre el diagnóstico del problema, las formas de movilización 
más adecuadas ni las soluciones más satisfactorias: en este sentido, hay 
dificultades para consolidar experiencias exitosas de desarrollo econó-
mico alternativo. También es difícil profundizar en el carácter interte-
rritorial de las reivindicaciones, especialmente a la hora de establecer 
coaliciones con organizaciones sociales urbanas. Por otro lado, estas 
movilizaciones tienen dificultades para superar la paradoja antes señala-
da entre extractivismo y reducción de la pobreza, lo cual ha propiciado 
cuestionamientos sobre la capacidad de transformación real de las pro-
puestas post-desarrollistas (Borón, 2014).

7. CONCLUSIONES

El extractivismo es un fenómeno político-económico complejo de gran 
arraigo en América Latina y el Caribe. Históricamente, la región ha ba-
sado sus economías en la exportación intensiva de materias primas y re-
cursos naturales, lo cual la ha colocado en posiciones de subordinación 
dentro de las relaciones globales y de la división internacional del traba-
jo. Las sucesivas transformaciones del capitalismo contemporáneo han 
estado acompañadas de adaptaciones del extractivismo a un cuádruple 
nivel tecnológico, ecológico, económico y político. El desarrollo de las 
técnicas de explotación implica una ampliación constante de la frontera 
extractiva; la pérdida de biodiversidad y la destrucción de ecosistemas 
es recurrente en todos los lugares donde operan los megaproyectos; 
los mercados laborales se han formalizado, a la par que los regímenes 
políticos son rehenes de una paradójica relación con el desarrollismo 
que agota recursos naturales al tiempo que financia políticas sociales; 
el avance del extractivismo, en fin, distorsiona relaciones comunitarias y 
saberes tradicionales.

En este contexto, las interacciones entre Estado, mercados y sociedad 
civil son necesariamente contradictorias. A la variedad de regulaciones 
de que disponen las instituciones para garantizar la soberanía de los 
recursos naturales se contraponen las políticas privatizadoras defendi-
das por organismos neoliberales hegemónicos. Dimensiones como la 
estructura institucional, la descentralización territorial o el color ideoló-
gico de los gobiernos implican que las concesiones al capital privado 
sean más o menos generosas, lo cual puede incluir medidas como la 
expropiación de territorios o la desregulación laboral y medioambien-
tal. Al mismo tiempo, la sociedad civil organizada puede presionar 
mediante movilizaciones sociales, acciones disruptivas, peticiones for-
males o participación en referéndums para expresar su rechazo a los 
megaproyectos o exigir a corporaciones y gobiernos una justa com-
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pensación. Estas interacciones ocurren dentro de un marco institucional 
complejo que permite ciertos contrapesos para limitar la arbitrariedad 
gubernamental y la discrecionalidad corporativa, sobre todo a la hora 
de proteger el derecho al consentimiento informado de las comunida-
des afectadas y a espacios naturales singulares.

Por otro lado, el avance del extractivismo implica que los trabajos tradi-
cionales se pierdan, forzando a la proletarización de la mano de obra, 
al éxodo rural y al aumento del riesgo de exclusión social para los 
sectores más vulnerables. En multitud de ocasiones campesinos, afro-
descendientes y comunidades indígenas son expulsados de sus lugares 
sin ningún tipo de compensación. Al mismo tiempo, la conculcación 
de derechos humanos obedece a un patrón sistemático de violencia 
que abarca criminalización político-mediática de las protestas, repre-
sión, militarización de los territorios, persecuciones, violencia sexual o 
asesinatos, acciones donde concurren fuerzas de seguridad estatales 
y grupos armados irregulares. A pesar de que han surgido propuestas 
jurídicas para involucrar a las empresas extractivas en la protección y 
promoción de los derechos humanos y reducir los niveles de violencia, 
estas no son todavía de obligado cumplimiento. 

En respuesta al fenómeno del extractivismo, la sociedad civil organiza-
da ha desplegado repertorios de acción que combinan lo cultural con 
lo político y contribuyen a la movilización pública, la creación de mar-
cos narrativos y el establecimiento de alianzas. Dichas movilizaciones 
son transversales e interclasistas, se estructuran de forma flexible, tien-
den a la horizontalidad y articulan una doble vertiente local-nacional 
para aumentar su presencia pública. La autolimitación de la protesta, 
la falta de consensos a la hora de elegir las formas de movilización 
más adecuadas, las divisiones en la comunidad a la hora de valorar la 
necesidad del extractivismo o las dificultades para plantear alternativas 
al mismo son los principales problemas que la acción colectiva tiene 
que afrontar.
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